
 

 

CC. SECRETARIOS DE LA LVII LEGISLATURA 
DEL H. CONGRESO DEL ESTADO 
P R E S E N T E S. 
 
 
 Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 
Institucional de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Honorable Congreso del 
Estado, y 
 
 

C O N S I D E R A N D O 
 
 
 Que las instituciones que rigen la vida política nacional y estatal comprenden 
los medios para organizar las distintas posiciones y acciones de la sociedad, lo que 
supone su constante revisión y actualización a la luz de la realización de los fines de 
la democracia. 
 
 El trece de noviembre de dos mil siete se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación el Decreto mediante el cual se reformaron y adicionaron diversos artículos 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia electoral, 
misma reforma que fue aprobada por el Congreso del Estado de Puebla con fecha 
veintiocho de septiembre de dos mil siete. En dicha reforma los representantes 
públicos, federales y locales, articularon una serie de cambios tendientes, no solo a 
mejorar, sino también para hacer más eficaces los alcances de las instituciones 
electorales, tanto federales como locales, para hacer objetiva la certidumbre de los 
participantes en los procesos electorales. 
 
 En la presente reforma a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Puebla se trata, por una parte, de actualizar nuestro ordenamiento fundamental 
con el objeto de dar cumplimiento a las reformas constitucionales que el Estado de 
Puebla aprobó como integrante del Constituyente Permanente, a través del Poder 



 

 

Legislativo local, y por otro lado, para que en lo sucesivo la Legislación Estatal se 
circunscriba a los contenidos constitucionales tanto federal como de nuestra entidad. 
 
 Así, nuestra Ley Electoral deberá contemplar las principales preocupaciones de 
los ciudadanos en la materia, a través de la óptima regulación de los partidos 
políticos, de su financiamiento, de la afiliación de los mismos, gastos, fiscalización, el 
uso de los medios de comunicación; los tiempos de campañas y precampañas. 
 
 En el mismo sentido, se requiere que nuestro ordenamiento fundamental 
disponga, especifique y ordene los alcances de la legislación Electoral. Se precisa de 
un mayor control en el uso de los recursos públicos de los que disponen los partidos 
políticos, la presente reforma pretende articular ese control. 
 

De tal forma y como lo establece el artículo sexto transitorio del Decreto que 
modifica diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha trece de 
noviembre de dos mil siete, “Las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa 
del Distrito Federal deberán adecuar su legislación aplicable conforme a lo dispuesto 
en este Decreto, a más tardar en un año a partir de su entrada en vigor, en su caso, 
se observará lo dispuesto en el artículo 105, fracción II, párrafo cuarto, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”  

 
De lo anterior, la presente iniciativa contempla adecuaciones tales como la 

inclusión del concepto de elecciones libres, autenticas de conformidad con la Ley 
electoral respectiva; se establece que la jornada comicial tendrá lugar el primer 
domingo de julio del año que corresponda, así como la posibilidad que el Instituto 
Electoral del Estado pueda convenir con el Instituto Federal Electoral, en caso de ser 
necesario, que éste se haga cargo de la organización de los procesos electorales 
locales. 

 
Nuestra vigente legislación electoral comprende las instituciones electorales 

objeto de la reforma federal. Sin embargo, se hace preciso ajustar diversos objetivos 
y redacciones para que la propia legislación sea congruente. Así, se establece de 



 

 

manera puntual y clara que el ordenamiento electoral del Estado debe determinar las 
etapas del proceso electoral y la forma de participación de los ciudadanos en el 
mismo; los derechos, prerrogativas y obligaciones de los partidos políticos; el sistema 
de medios de impugnación para garantizar que todos los actos y resoluciones 
electorales se sujeten invariablemente al principio de legalidad, los plazos para el 
desahogo de las instancias impugnativas, tomando en cuenta el principio de 
definitividad de las etapas de los procesos electorales; los supuestos y las reglas para 
la realización, en los ámbitos administrativos y jurisdiccional, de recuentos totales o 
parciales de votación; así como se fijen las causales de nulidad de las elecciones, así 
como los plazos para el desahogo de todas las instancias impugnativas, y las 
causales de nulidad de votación recibida en casilla y, de las elecciones. 
 

Resulta importante señalar que la presente iniciativa establece la precisión de 
que las organizaciones gremiales, patronales, o con cualquier objeto social diferente 
al propósito de formar un partido, no podrán intervenir, corporativamente, en los 
actos relativos a la creación y registro de partidos; por otra parte se establece que los 
actos y resoluciones electorales deben sujetar invariablemente a los principios 
rectores en los procesos electorales, refiriéndose expresamente a los principios de 
constitucionalidad, legalidad y definitividad. 
 

Esta reforma  establece las bases para que el Código Electoral del Estado 
establezca de manera puntual, los casos en que las autoridades electorales podrán 
intervenir en los asuntos internos de los partidos políticos; el procedimiento para la 
liquidación de los partidos políticos que pierdan su registro y el destino de sus bienes 
y remanentes; y las reglas para las precampañas y las campañas electorales de los 
partidos políticos, así como las sanciones para quienes las infrinjan, fijando el tiempo 
de las mismas en las candidaturas a los cargos de elección popular. 
 

Punto medular de la presente iniciativa esta relacionada con el acceso de los 
partidos políticos a la radio y televisión mismo que se tendrá que ajustar conforme a 
las normas establecidas para ello, así como que en ningún momento podrán contratar 
o adquirir, por sí o por terceras personas, tiempos en cualquier modalidad de radio y 
televisión; así mismo se determina que ninguna otra persona física o moral, sea a 



 

 

título propio o por cuenta de terceros, podrá contratar propaganda en radio y 
televisión dirigida a influir en las preferencias electorales de los ciudadanos, ni a favor 
o en contra de partidos políticos o de candidatos a cargos de elección popular. 
 

A fin fomentar la sana competencia electoral, la presente modificación 
determina que se deberá suspenderse la difusión en los medios de comunicación 
social de toda propaganda gubernamental, durante el tiempo que comprendan las 
campañas electorales y hasta la conclusión de la respectiva jornada comicial.  
 

La presente Iniciativa también puntualiza que la propaganda, bajo cualquier 
modalidad de comunicación social, que difundan  los poderes públicos, los órganos 
autónomos, las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y 
Municipales o cualquier otro ente público deberá tener carácter institucional y fines 
informativos, educativos o de orientación social. En ningún caso esta propaganda 
incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada 
de cualquier servidor público. 
 
 Con todo, la reforma electoral federal, y la local que se presenta, son producto 
de las nuevas realidades sociopolíticas que en el consenso hemos consolidado para el 
Estado Mexicano. El debido desarrollo de las instituciones democráticas en mucho 
depende del vigor que se le imprima, así como del compromiso asumido a partir de la 
Ley. 
 
 Las últimas experiencias de la política nacional, así como las exigencias 
democráticas del contexto internacional, deben ser refrendadas en la constante 
observación. 
 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos 63 fracción II 
de la Constitución Política para el Estado Libre y Soberano de Puebla; 69 fracción II, 
70 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Puebla y 
93 del Reglamento Interior del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de 
Puebla, sometemos a consideración de Vuestra Soberanía, la siguiente iniciativa de: 

 



 

 

DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA  

DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA. 
 
 

ÚNICO.- Se REFORMAN los artículos 3 y 4, y se ADICIONA un último párrafo al 
artículo 37, todos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, 
para quedar en los siguientes términos: 
 
 
ARTICULO 3.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes del Estado, 
en los casos de su competencia, en la forma y términos que establecen la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la particular del Estado. 
 
La renovación de los poderes Legislativo, Ejecutivo y de los Ayuntamientos se 
realizará por medio de elecciones libres, auténticas y periódicas de conformidad con 
la Ley electoral respectiva, con la participación corresponsable de los ciudadanos y de 
los partidos políticos. El instrumento único de expresión de la voluntad popular es el 
voto universal, libre, secreto y directo. La jornada comicial tendrá lugar el primer 
domingo de julio del año que corresponda. 
 
El Instituto Electoral del Estado podrá convenir con el Instituto Federal Electoral, que 
éste se haga cargo de la organización de los procesos electorales locales, en términos 
de la legislación aplicable. El Instituto Electoral del Estado podrá, mediante convenio 
con los Ayuntamientos que así lo soliciten, coadyuvar en la elección de las 
autoridades municipales auxiliares, en términos de la legislación aplicable. 
 
 
I.- La elección de Gobernador, de Diputados por los principios de mayoría relativa y 
representación proporcional y de miembros de Ayuntamientos en el Estado, se 
efectuará conforme a lo previsto en ésta Constitución, y el Código de la materia, que 
regulará: 



 

 

 
a) Las etapas del proceso electoral y la forma de participación de los ciudadanos en 

el mismo; 
 
b)   Los derechos, prerrogativas y obligaciones de los partidos políticos; 
 
c)  Un sistema de medios de impugnación para garantizar que todos los actos y 

resoluciones electorales se sujeten invariablemente al principio de legalidad; 
 
d) Los plazos convenientes para el desahogo de las instancias impugnativas, 

tomando en cuenta el principio de definitividad de las etapas de los procesos 
electorales; 

 
e) Los supuestos y las reglas para la realización, en los ámbitos administrativos y 

jurisdiccional, de recuentos totales o parciales de votación; 
 
f)  Las causales de nulidad de votación recibida en casilla y, de las elecciones; y 
 
g) La faltas administrativas y sanciones. 
 
 
II.-El Instituto Electoral del Estado será el organismo público, de carácter 
permanente, autónomo e independiente, con personalidad jurídica y patrimonio 
propios, al que se le encomendará la función estatal de organizar las elecciones. En el 
ejercicio de estas funciones serán principios rectores la legalidad, la imparcialidad, la 
objetividad, la certeza y la independencia. Además tendrá a su cargo, en los términos 
de esta Constitución y de la Ley respectiva, la organización de los procesos de 
plebiscito y referéndum. 
 
Los órganos del Instituto estarán integrados invariablemente por ciudadanos, quienes 
de manera exclusiva, con su voto, tomarán las decisiones del organismo; los partidos 
políticos y el Poder Legislativo, en los términos que prescriban las disposiciones 



 

 

legales relativas.  
 
El Instituto deberá vigilar en el ámbito electoral el cumplimiento de las disposiciones 
de esta Constitución y sus correspondientes reglamentarias, que garanticen el 
derecho de organización y participación política de los ciudadanos; contribuir al 
desarrollo de la vida democrática; garantizar la celebración periódica y pacífica de las 
elecciones para renovar a los integrantes de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y de 
miembros de los Ayuntamientos del Estado; asegurar el ejercicio de los derechos 
político-electorales de los ciudadanos y de los partidos políticos, vigilando el 
cumplimiento de sus obligaciones; vigilar la autenticidad y efectividad del voto; 
preservar el fortalecimiento del régimen de partidos políticos y coadyuvar en la 
promoción y difusión de la cultura política y la educación cívica. 
 
El Consejo General será el órgano superior de dirección del Instituto y el responsable 
de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y legales en materia 
electoral, así como de vigilar que los principios de legalidad, imparcialidad, 
objetividad, certeza e independencia guíen todas las actividades del Instituto. 
 
El Consejo General se reunirá en la segunda semana del mes de noviembre del año 
anterior a la etapa de la jornada electoral para declarar el inicio del proceso electoral. 
 
El Consejo General del Instituto se integrará por: 
 
a) Un Consejero Presidente con derecho a voz y voto, el que contará, en caso de 
empate, con voto de calidad; 
 
b) Ocho Consejeros Electorales con derecho a voz y voto; 
 
c) Un representante del Poder Legislativo por cada uno de los partidos políticos que 
integren el Congreso del Estado, con derecho a voz y sin voto; 
 
d) Un representante de partido por cada uno de los partidos políticos con registro, 



 

 

previa acreditación, con derecho a voz y sin voto; 
 
e) El Secretario General del Instituto, quien es también el Secretario del Consejo 
General, con derecho a voz y sin voto; 
 
f) El Director General del Instituto, con derecho a voz y sin voto; y 
 
g) El Vocal Estatal del Registro Federal de Electores del Instituto Federal Electoral, 
con derecho a voz y sin voto, quien puede asistir a las sesiones del Consejo General 
con el único propósito de rendir informe sobre los trabajos realizados por el órgano a 
su cargo, previa su convocatoria por el Consejero Presidente del Consejo General. 
 
La designación del Consejero Presidente y de los Consejeros Electorales a los que se 
refieren los incisos anteriores de este artículo es responsabilidad exclusiva de la 
Legislatura del Estado. Serán nombrados por consenso o por mayoría calificada de los 
miembros del Congreso presentes, en ese orden de prelación, de entre las 
propuestas que realice la sociedad civil y los Grupos Parlamentarios con 
representación en el Congreso del Estado y conforme a las reglas que establezca el 
Código. 
 
Los Consejeros Electorales y el Consejero Presidente deberán reunir los requisitos 
que el Código les exija para su nombramiento, el que deberá realizarse a más tardar 
en el mes de octubre del año anterior al de la elección, y su encargo será por un 
periodo de seis años, pudiendo ser ratificados. La retribución que perciban los 
Consejeros Electorales será igual a la prevista para los Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado.  
 
Durante el tiempo de su nombramiento los Consejeros Electorales y el Consejero 
Presidente del Consejo General no deberán, en ningún caso, aceptar o desempeñar 
cargo, empleo o comisión de la Federación, del Estado, de los municipios o de los 
partidos políticos.  
 



 

 

Los Consejeros Electorales, el Consejero Presidente y el Secretario General no podrán 
tener ningún otro empleo, cargo o comisión, con excepción de aquellos en que 
actúen en representación del Consejo General y de los que desempeñen en 
asociaciones docentes, científicas, culturales, de investigación o de beneficencia, no 
remunerados. 
 
El Secretario General y el Director General del Instituto serán nombrados por el 
Consejo General, a propuesta del Consejero Presidente.  
 
Corresponderá al Consejo General del Instituto Electoral del Estado, realizar el 
cómputo final de la elección de Gobernador, formular la declaración de validez de la 
elección y expedir la constancia de Gobernador electo a favor del candidato que 
hubiera alcanzado el mayor número de votos.  
 
El Instituto Electoral del Estado, será autoridad en la materia, autónomo en su 
funcionamiento, independiente en sus decisiones y profesional en su desempeño, 
contando en su estructura con un cuerpo directivo y técnico integrado con miembros 
del Servicio Electoral Profesional, en términos del Estatuto que regule su  
funcionamiento. 
 
 
III.- Los partidos políticos son entidades de interés público, democráticos hacia su 
interior, autónomos y formas de organización política, integrados conforme a lo 
dispuesto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la particular 
del Estado y el Código de Instituciones y Procesos Electorales del Estado de Puebla y 
tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, 
contribuir a la integración de la representación estatal y como organizaciones de 
ciudadanos, hacer posible el acceso de estos al ejercicio del poder público de acuerdo 
con los programas, principios e ideas que postulen y mediante el sufragio universal, 
libre, secreto y directo. 
 
Los partidos políticos deberán de constituirse solo por ciudadanos sin intervención de 



 

 

organizaciones gremiales, o con objeto social diferente y sin que haya afiliación 
corporativa. Asimismo, corresponde a éstos el derecho exclusivo para solicitar el 
registro de candidatos a cargos de elección popular, con excepción de lo dispuesto en 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en ésta Constitución. 
 
 
 
IV.- El Tribunal Electoral del Estado, como máxima autoridad jurisdiccional en 
materia electoral del Estado, es el organismo de control constitucional local, 
autónomo e independiente, de carácter permanente, encargado de garantizar que los 
actos y resoluciones electorales se sujeten invariablemente a los principios de 
constitucionalidad, legalidad y definitividad, rectores en los procesos electorales. 
 
V.- La Ley de la materia establecerá los hechos considerados como delitos 
electorales. 
 
 
ARTÍCULO 4.- Los partidos políticos con registro nacional o estatal participarán en 
las elecciones, para Gobernador, Diputados por los principios de mayoría relativa y 
representación proporcional, y miembros de Ayuntamientos, con todos los derechos, 
obligaciones y prerrogativas que el Código respectivo les señale. 
 
I.- El Código de Instituciones y Procesos Electorales del Estado deberá establecer: 
 
a) Los casos en que las autoridades electorales podrán intervenir en los asuntos 
internos de los partidos políticos; 
 
b) El procedimiento para la liquidación de los partidos políticos que pierdan su 
registro y los supuestos en los que sus bienes y remanentes serán adjudicados al 
Estado; y 
 
c) Las reglas para las precampañas y las campañas electorales de los partidos 



 

 

políticos, así como las sanciones para quienes las infrinjan. En todo caso, la duración 
de las campañas no podrá exceder de noventa días para la elección de gobernador, 
ni de sesenta días cuando solo se elijan Diputados o Ayuntamientos; las precampañas 
no podrán durar más de las dos terceras partes de las respectivas campañas 
electorales.  
 
 
II.- En los procesos electorales los partidos políticos tendrán derecho a recibir 
financiamiento público para sus actividades tendientes a la obtención del voto. El 
Código de Instituciones y Procesos Electorales del Estado de Puebla garantizará 
además que los partidos políticos reciban en forma equitativa financiamiento público 
para llevar a cabo sus actividades ordinarias permanentes. Los partidos políticos 
accederán a la radio y la televisión conforme a las normas establecidas en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la legislación en la materia. 
En ningún momento podrán contratar o adquirir, por sí o por terceras personas, 
tiempos en cualquier modalidad de radio y televisión. 
 
Ninguna otra persona física o moral, sea a título propio o por cuenta de terceros, 
podrá contratar propaganda en radio y televisión dirigida a influir en las preferencias 
electorales de los ciudadanos, ni a favor o en contra de partidos políticos o de 
candidatos a cargos de elección popular. 
 
Durante el tiempo que comprendan las campañas electorales y hasta la conclusión de 
la respectiva jornada comicial, deberá suspenderse la difusión en los medios de 
comunicación social de toda propaganda gubernamental, tanto de los poderes 
estatales, como de los municipios. 
 
Para el otorgamiento de financiamiento público se estará a las siguientes reglas: 
 
a) El financiamiento público para el sostenimiento de las actividades de los partidos 
políticos se determinará conforme a lo que establezca el Código de la materia. Al 
efecto, el treinta por ciento de la cantidad total se distribuirá entre los partidos 



 

 

políticos en forma igualitaria, y el setenta por ciento restante se distribuirá entre los 
mismos, de acuerdo con el porcentaje de votación que hubieren obtenido en la 
elección de Diputados al Congreso del Estado por el principio de mayoría relativa 
inmediata anterior. 
 
b) El financiamiento público para las actividades tendientes a la obtención del voto 
durante los procesos electorales, equivaldrá a una cantidad igual al monto del 
financiamiento público que le corresponda a cada partido político por actividades 
ordinarias permanentes en ese año. 
 
c) Los partidos políticos recibirán anualmente y en forma igualitaria la cantidad que 
se obtenga de calcular un quince por ciento adicional sobre el monto total del 
financiamiento público obtenido a que se refiere el inciso a) de este artículo  
 
Asimismo el Consejo General fijará los criterios para determinar los límites a las 
erogaciones de los partidos políticos en sus precampañas y campañas electorales, así 
como los montos máximos que tengan las aportaciones pecuniarias de sus militantes 
y simpatizantes, cuya suma total no podrá exceder el diez por ciento del tope de 
gastos de campaña que se determine para la elección de Gobernador; y los 
procedimientos para el control y vigilancia del origen y uso de todos los recursos con 
que cuenten los partidos políticos; así como las sanciones por el incumplimiento a las 
disposiciones que se expidan en estos rubros. 
 
El financiamiento público siempre prevalecerá sobre el privado. 
 
 
III.- El Código de la materia deberá de instituir las bases obligatorias para la 
coordinación entre el Instituto Federal Electoral y las autoridades electorales del 
Estado en materia de fiscalización de las finanzas de los partidos políticos, en los 
términos que señala la Constitución Federal y las Leyes en la materia. 
 



 

 

Los servidores públicos del Estado y de los municipios, en el ámbito de su 
competencia tienen en todo tiempo la obligación de aplicar con imparcialidad los 
recursos públicos de los que sean responsables, sin influir en la equidad de la 
competencia entre los partidos políticos. 

 
La propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, que difundan  los 
poderes públicos, los órganos autónomos, las dependencias y entidades de la 
Administración Pública Estatal y Municipales o cualquier otro ente público deberá 
tener carácter institucional y fines informativos, educativos o de orientación social. En 
ningún caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que 
impliquen promoción personalizada de cualquier servidor público. 

 
Las leyes correspondientes en sus ámbitos de aplicación respectivos, garantizarán el 
estricto cumplimiento de lo previsto en los dos párrafos precedentes, así como el 
régimen de sanciones a que haya lugar. 
 
 
ARTICULO 37.- … 
 
I.- a VI.- … 
 
… 
 
Los Diputados a la Legislatura no podrán ser reelectos para el periodo inmediato. Los 
Diputados Suplentes podrán ser electos para el periodo inmediato con el carácter de 
propietario, siempre que no hubieren estado en ejercicio, pero los Diputados 
propietarios no podrán ser electos para el periodo inmediato con el carácter de 
suplentes. 



 

 

A T E N T A M E N T E 
H. PUEBLA DE ZARAGOZA, 05 DE FEBRERO DE 2009 

 
 

 
DIPUTADO JOSÉ OTHÓN BAILLERES CARRILES 

COORDINADOR DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL  
PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL 

 
 
 

DIP. HUMBERTO ELOY AGUILAR 
VIVEROS 

 
 
 

DIP. JAVIER AQUINO LIMÓN 

 
 
 

DIP. LUIS ALBERTO ARRIAGA LILA 

 
 
 

DIP. CARLOS BARRAGÁN AMADOR 
 
 
 
 

DIP. PABLO FERNÁNDEZ DEL CAMPO 
ESPINOSA 

 
 
 
 

DIP. BÁRBARA MICHELE GANIME BORNNE 

 
 
 

DIP. JOSEFINA GARCÍA HERNÁNDEZ 

 
 
 

DIP. MARÍA DEL ROCÍO GARCÍA OLMEDO 
 
 
 

DIP. MALINALLI AURORA GARCÍA RUIZ 

 
 
 

DIP. CARLOS GONZÁLEZ DE LA CALLEJA 
 
 
 
 

DIP. EUGENIO EDGARDO GONZÁLEZ 
ESCAMILLA 

 
 
 
 

DIP. JUAN ANTONIO GONZÁLEZ 
HERNÁNDEZ 

 
 

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA PRESENTADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO 
REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL POR VIRTUD DE LA CUAL SE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA 
CONSTITUCIÓN POLITICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA. 

 



 

 

 
 
 
 
 

DIP. JOSÉ ROBERTO PABLO GORZO 
ORTEGA 

 
 
 
 

DIP. JOEL JAIME HERNÁNDEZ RUIZ 

 
 
 
 

DIP. MARÍA ANGÉLICA HERNÁNDEZ 
HERNÁNDEZ 

 
 
 
 

DIP. HÉCTOR MAURICIO HIDALGO 
GONZÁLEZ 

 
 
 
 

DIP. VÍCTOR HUERTA MORALES 

 
 
 
 

DIP. JOSÉ ENRIQUE MARÍN TORRES 
 
 
 
 

DIP. CARLOS MARTÍNEZ AMADOR 

 
 
 
 

DIP. RAÚL MARIO MÉNDEZ REYES 
 
 
 

DIP. JOSÉ LORENZO RIVERA SOSA 

 
 
 

DIP. JORGE ALFONSO RUIZ ROMERO 
 
 
 

DIP. CARMEN ERIKA SUCK MENDIETA 

 
 
 

DIP. GUDELIA TAPIA VARGAS 
 
 
 
 

DIP. AVELINO TOXQUI TOXQUI 

 

 
 
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA PRESENTADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 
PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL POR VIRTUD DE LA CUAL SE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLITICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA. 


